
MARCO  JURÍDICO  APLICABLE  EN  RELACIÓN  CON  LA  PROTECCIÓN  DE  LOS
INTERESES  FINANCIEROS  DE  LA  UNIÓN  EUROPEA Y  LA  LUCHA  CONTRA EL
FRAUDE

TRATADO DE FUNCIONAMIENTO DE LA UE (TFUE)

Artículo 310.6 

La  Unión  y  los  Estados  miembros,  de  conformidad  con  el  artículo  325,
combatirán el fraude y cualquier otra actividad ilegal que perjudique a los
intereses financieros de la Unión.

Artículo 317

La  Comisión,  bajo  su  propia  responsabilidad  y  dentro  del  límite  de  los
créditos  autorizados,  ejecutará  el  presupuesto  en  cooperación  con  los
Estados miembros de conformidad con las disposiciones de los reglamentos
adoptados  en  virtud  del  artículo  322,  con  arreglo  al  principio  de  buena
gestión financiera. Los Estados miembros cooperarán con la Comisión para
garantizar que los créditos autorizados se utilizan de acuerdo con el principio
de buena gestión financiera.

El  reglamento  determinará  las  obligaciones  de  control  y  auditoría  de  los
Estados  miembros  en  la  ejecución  del  presupuesto,  así í  como  las
responsabilidades  que  de  ello  se  derivan.  Establecerá  asimismo  las
responsabilidades  y  las  formas  específicas  de  participación  de  cada
institución en la ejecución de sus propios gastos.

Dentro del presupuesto, la Comisión podráí transferir créditos de capítulo a
capítulo o de subdivisión a subdivisión, con los límites y en las condiciones
que establezca el reglamento adoptado en virtud del artículo 322. 

Artículo 325.

1. La Unión y los Estados miembros combatirán el fraude y toda actividad
ilegal que afecte a los intereses financieros de la Unión mediante medidas
adoptadas en virtud de lo dispuesto en el  presente artículo,  que deberán
tener un efecto disuasorio y ser capaces de ofrecer una protección eficaz en
los  Estados  miembros  y  en las  instituciones,  órganos  y  organismos  de  la
Unión.
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2. Los Estados miembros adoptarán para combatir el fraude que afecte a los
intereses financieros de la Unión las mismas medidas que para combatir el
fraude que afecte a sus propios intereses financieros.

3. Sin perjuicio de otras disposiciones de los Tratados, los Estados miembros
coordinarán sus acciones encaminadas a proteger los intereses financieros
de la Unión contra el fraude. A tal fin, organizarán, junto con la Comisión,
una colaboración estrecha y regular entre las autoridades competentes.

4.  El  Parlamento  Europeo  y  el  Consejo,  con  arreglo  al  procedimiento
legislativo ordinario y previa consulta al Tribunal de Cuentas, adoptarán las
medidas necesarias en los ámbitos de la prevención y lucha contra el fraude
que afecte a los intereses financieros de la Unión con miras a ofrecer una
protección  eficaz  y  equivalente  en  los  Estados  miembros  y  en  las
instituciones, órganos y organismos de la Unión.

5.  La  Comisión,  en  cooperación  con  los  Estados  miembros,  presentará
anualmente  al  Parlamento  Europeo  y  al  Consejo  un  informe  sobre  las
medidas adoptadas para la aplicación del presente artículo. 

REGLAMENTO FINANCIERO 966/2012 DEL PARLAMENTO EUROPEO
Y DEL CONSEJO, DE 25 DE OCTUBRE DE 2012

Artículo 30. Principios de economía, eficiencia y eficacia

1.  Los créditos se utilizarán de acuerdo con el  principio de buena gestión
financiera, es decir, de acuerdo con los principios de economía, eficiencia y
eficacia.

2.  El  principio  de  economía  prescribe  que  los  medios  utilizados  por  las
instituciones para llevar a cabo sus actividades se pondrán a disposición en
el momento oportuno, en la cantidad y calidad apropiada y al mejor precio.

El  principio de eficiencia se  refiere a  la  óptima relación entre  los  medios
empleados y los resultados obtenidos.

El principio de eficacia se refiere a la consecución de los objetivos específicos
fijados y a la obtención de los resultados pre vistos.

3. Para todos los sectores de actividad cubiertos por el presupuesto se fijarán
objetivos  específicos,  cuantificables,  realizables,  pertinentes  y  con  fecha
determinada.  La  consecución  de  dichos  objetivos  se  controlará  mediante
indicadores de resultados establecidos por actividad, debiendo facilitar las
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administraciones encargadas del gasto al Parlamento Europeo y al Consejo la
información  a  que  se  refiere  el  artículo  38,  apartado  3,  letra  e).  Dicha
información se facilitará anualmente y, a más tardar, en la documentación
adjunta al proyecto de presupuesto.

4.  Con  objeto  de  mejorar  el  proceso  de  adopción  de  decisiones,  las
instituciones realizarán evaluaciones previas y evaluaciones a posteriori, de
conformidad  con  las  orientaciones  definidas  por  la  Comisión.  Dichas
evaluaciones se aplicarán a todos los programas y actividades que ocasionen
gastos importantes, y sus resultados se comunicarán al Parlamento Europeo,
al Consejo y a las administraciones encargadas del gasto.

5. La Comisión estaráí facultada para adoptar actos delegados con arreglo al
artículo 210 sobre normas detalladas  relativas  a las  evaluaciones previas,
intermedias y a posteriori.

Artículo 33. Sistemas de control eficaces en función de los costes

Cuando  presente  propuestas  de  gasto  revisadas  o  nuevas,  la  Comisión
evaluará el coste y los beneficios de los sistemas de control, así í como el nivel
de riesgo de error con arreglo a lo dispuesto en el artículo 31, apartado 3.

Artículo 59.2. Gestión compartida con los Estados miembros

Al  realizar  las  tareas  relacionadas  con  la  ejecución  del  presupuesto,  los
Estados  miembros  adoptarán  todas  las  medidas  necesarias,  incluidas
medidas  legislativas,  reglamentarias  y  administrativas,  para  proteger  los
intereses financieros de la Unión, a saber:

a)  garantizar que las acciones financiadas mediante el  presupuesto se
ejecutan  correcta  y  eficazmente,  en  cumplimiento  de  las  normas
sectoriales aplicables y, a tal fin, designar, con arreglo al apartado 3, y
supervisar a los órganos responsables de la gestión y el control de los
fondos de la Unión;

b) prevenir, detectar y corregir las irregularidades y el fraude.

Con  el  fin  de  proteger  los  intereses  financieros  de  la  Unión,  los  Estados
miembros, respetando el principio de proporcionalidad y de conformidad con
el presente artículo y con las normas sectoriales pertinentes, llevarán a cabo
controles previos y verificaciones a posteriori, incluidos, en su caso, controles
sobre el terreno sobre muestras de operaciones representativas y/o basadas
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en el  riesgo.  Asimismo,  recuperarán los  fondos pagados indebidamente y
ejercerán las acciones legales necesarias al respecto.

Los  Estados  miembros  impondrán  sanciones  efectivas,  disuasorias  y
proporcionales a los perceptores cuando así í esté dispuesto en las normas
sectoriales y en las disposiciones específicas establecidas en la legislación
nacional.

Como  parte  de  esta  evaluación  de  los  riesgos  y  de  conformidad  con  las
normas sectoriales, la Comisión supervisará los sistemas de gestión y control
establecidos en los Estados miembros. En su trabajo de auditoría, la Comisión
respetará el  principio de proporcionalidad y tendráí  en cuenta el  nivel  del
riesgo evaluado de conformidad con las normas sectoriales.

REGLAMENTO (CE, EURATOM) Nº 2988/95 DEL CONSEJO, DE 18 DE DICIEMBRE
DE 1995, RELATIVO A LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES FINANCIEROS 

DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS

TÍTULO I. PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1

1.  Con el  fin de asegurar  la protección de los intereses financieros de las
Comunidades  Europeas,  se  adopta  una  normativa  general  relativa  a
controles homogéneos y a medidas y sanciones administrativas aplicables a
las irregularidades respecto del Derecho comunitario.

2. Constituirá irregularidad toda infracción de una disposición del Derecho
comunitario  correspondiente  a  una  acción  u  omisión  de  un  agente
económico que tenga o tendría por efecto perjudicar al presupuesto general
de las Comunidades o a los presupuestos administrados por éstas, bien sea
mediante la disminución o la supresión de ingresos procedentes de recursos
propios  percibidos  directamente  por  cuenta  de  las  Comunidades,  bien
mediante un gasto indebido.

Artículo 2

1.  Los  controles  y  las  medidas  y  sanciones  administrativas  sólo  se
establecerán en la medida en que sean necesarias para garantizar la correcta
aplicación del Derecho comunitario. Deberán ser eficaces, proporcionadas y
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disuasorias  a  fin  de  garantizar  una  adecuada  protección  de  los  intereses
financieros de las Comunidades.

2.  No  se  podrá  pronunciar  sanción  administrativa  alguna  que  no  esté
contemplada en un acto comunitario anterior a la irregularidad. En caso de
modificación  posterior  de  las  disposiciones  sobre  las  sanciones
administrativas contenidas en una normativa comunitaria, se aplicarán con
carácter retroactivo las disposiciones menos severas.

3. Las disposiciones del Derecho comunitario determinarán la naturaleza y el
alcance  de  las  medidas  y  sanciones  administrativas  necesarias  para  la
correcta  aplicación  de  la  normativa  de  que  se  trate  en  función  de  la
naturaleza y gravedad de la irregularidad, del beneficio concedido o de la
ventaja obtenida y del grado de responsabilidad.

4. A reserva del Derecho comunitario aplicable, los procedimientos relativos
a la aplicación de los controles y de las medidas y sanciones comunitarias se
regirán por el Derecho de los Estados miembros.

Artículo 3

1. El plazo de prescripción de las diligencias será de cuatro años a partir de la
realización de la irregularidad prevista en el apartado 1 del artículo 1. No
obstante, las normativas sectoriales podrán establecer un plazo inferior que
no podrá ser menor de tres años.

Para las irregularidades continuas o reiteradas, el plazo de prescripción se
contará a partir del día en que se haya puesto fin a la irregularidad. Para los
programas plurianuales, el plazo de prescripción se extenderá en todo caso
hasta el cierre definitivo del programa.

La prescripción de las diligencias quedará interrumpida por cualquier acto,
puesto  en  conocimiento  de  la  persona  en  cuestión,  que  emane  de  la
autoridad competente y destinado a instruir la irregularidad o a ejecutar la
acción contra la misma. El plazo de prescripción se contará de nuevo a partir
de cada interrupción.

No obstante, la prescripción se obtendrá como máximo el día en que expire
un  plazo  de  tiempo  igual  al  doble  del  plazo  de  prescripción  sin  que  la
autoridad competente haya pronunciado sanción alguna, menos en aquellos
casos en que el procedimiento administrativo se haya suspendido de acuerdo
con el apartado 1 del artículo 6.
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2. El plazo de ejecución de la resolución que fije la sanción administrativa
será de tres años. Este plazo empezará a contar a partir del día en que la
resolución sea definitiva.

Los casos de interrupción y de suspensión se regirán por las disposiciones
pertinentes del Derecho nacional.

3. Los Estados miembros conservarán la posibilidad de aplicar un plazo más
largo que el previsto respectivamente en el apartado 1 y en el apartado 2.

TÍTULO II. MEDIDAS Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 4

1.  Como norma general,  toda irregularidad dará lugar  a la  retirada de la
ventaja obtenida indebidamente, lo que supondrá:

-  la  obligación  de  abonar  las  cantidades  debidas  o  de  reembolsar  las
cantidades indebidamente percibidas,

- la pérdida total o parcial de la garantía constituida en apoyo de la solicitud
de una ventaja concedida o en el momento de la percepción de un anticipo.

2. La aplicación de las medidas contempladas en el apartado 1 se limitará a la
retirada de la ventaja obtenida, incrementada, en su caso, con intereses que
podrán determinarse de forma global.

3. Los actos para los cuales se haya establecido que su finalidad es obtener
una ventaja contraria a los objetivos del Derecho comunitario aplicable al
caso, creando artificialmente las condiciones requeridas para la obtención de
esta ventaja, tendrán por consecuencia, según el caso, la no obtención de la
ventaja o su retirada.

4. Las medidas previstas en el presente artículo no serán consideradas como
sanciones.

Artículo 5

1.  Las  irregularidades intencionadas o provocadas por  negligencia podrán
dar lugar a las sanciones administrativas siguientes:

a) el pago de una multa administrativa;
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b) el pago de una cantidad superior a las sumas indebidamente percibidas o
eludidas,  incrementada,  en  su  caso,  con  intereses.  Esta  cantidad
complementaria, determinada con arreglo a un porcentaje que se fijará en
las normativas específicas, no podrá rebasar el nivel estrictamente necesario
para que tenga carácter disuasorio;

c)  la  privación total  o  parcial  de una ventaja  concedida por  la  normativa
comunitaria, incluso en el caso de que el agente sólo se haya beneficiado
indebidamente de una parte de dicha ventaja;

d) la exclusión o la retirada del beneficio de la ventaja durante un período
posterior al de la irregularidad;

e)  la  retirada  temporal  de  una  autorización  o  de  un  reconocimiento
necesarios para participar en un régimen de ayuda comunitaria;

f) la pérdida de una garantía o de una fianza depositada a fin de respetar las
condiciones  de  una  normativa  o  reconstituir  el  importe  de  una  garantía
liberada indebidamente;

g) otras sanciones de carácter exclusivamente económico, de naturaleza y
alcance equivalentes, previstas en las normativas sectoriales adoptadas por
el Consejo en función de las necesidades propias del sector correspondiente y
dentro del respeto de las competencias de ejecución otorgadas a la Comisión
por el Consejo.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en las normativas sectoriales existentes en el
momento  de  la  entrada  en  vigor  del  presente  Reglamento,  las  demás
irregularidades sólo podrán dar lugar a las sanciones no asimilables a una
sanción  penal  contempladas  en  el  apartado  1,  siempre  y  cuando  dichas
sanciones sean indispensables para la correcta aplicación de la normativa.

Artículo 6

1.  Sin  perjuicio  de  las  medidas  y  de  las  sanciones  administrativas
comunitarias  adoptadas  sobre  la  base  de  los  reglamentos  sectoriales
existentes en el momento de la entrada en vigor del presente Reglamento, la
imposición de sanciones pecuniarias, como las multas administrativas, podrá
suspenderse por decisión de la autoridad competente si se hubiera iniciado
un procedimiento penal contra la persona de que se trate en relación con los
mismos hechos. La suspensión del procedimiento administrativo suspenderá
el plazo de prescripción previsto en el artículo 3.
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2. Si no continuara el procedimiento penal, el procedimiento administrativo
suspendido reanudaría su curso.

3. Cuando finalice el procedimiento penal, el procedimiento administrativo
que se haya suspendido se reanudará siempre que los principios generales
del Derecho no lo impidan.

4.  Cuando  se  reinicie  el  procedimiento  administrativo,  la  autoridad
administrativa procurará que se aplique una sanción que equivalga al menos
a la sanción dispuesta por la normativa comunitaria, pudiéndose tener en
cuenta cualquier sanción impuesta por la autoridad judicial por los mismos
hechos a la misma persona.

5. Los apartados 1 a 4 no se aplicarán a las sanciones pecuniarias que forman
parte integrante de los regímenes de apoyo financiero y pueden aplicarse
con independencia de posibles sanciones penales,  en caso de que y en la
medida en que no sean asimilables a dichas sanciones.

Artículo 7

Las medidas y sanciones administrativas comunitarias podrán aplicarse a los
agentes económicos mencionados en el artículo 1, es decir, a las personas
físicas o jurídicas y a las demás entidades a las cuales el Derecho nacional
reconozca capacidad jurídica, que hayan cometido la irregularidad. Podrán
también aplicarse a las personas que hayan participado en la realización de
la irregularidad, así como a las obligadas a responder de la irregularidad o a
evitar que sea cometida.

TÍTULO III. CONTROLES

Artículo 8

1.  De  conformidad  con  las  disposiciones  legales,  reglamentarias  y
administrativas  nacionales,  los  Estados  miembros  adoptarán  las  medidas
necesarias para garantizar la regularidad y la veracidad de las operaciones
en las que se comprometan los intereses financieros de las Comunidades.

2. Las medidas de control se adaptarán a las peculiaridades de cada uno de
los  sectores  y  serán  proporcionales  a  los  objetivos  perseguidos.  Estas
medidas  responderán a  las  prácticas  y  estructuras  administrativas  de los
Estados miembros y su concepción no engendrará obstáculos económicos ni
gastos administrativos excesivos.

C/ Palau Reial, 17
07001 Palma 
Tel. 971 177 928 
fondofeder@dgfons.caib.es 8



La naturaleza y la frecuencia de los controles y de las verificaciones in situ
que deberán efectuar los Estados miembros, así como las modalidades de su
ejecución,  vendrán  determinadas  en  caso  necesario  por  las  normativas
sectoriales para así garantizar la aplicación uniforme y eficaz de las normas
en cuestión y, especialmente, prevenir y detectar las irregularidades.

3. Las normativas sectoriales contendrán las disposiciones necesarias para
que, por la aproximación de los procedimientos y de los métodos de control,
los controles sean equivalentes.

Artículo 9

1.  Sin  perjuicio  de  los  controles  que  efectúen  los  Estados  miembros  de
conformidad  con  sus  respectivas  disposiciones  legales,  reglamentarias  y
administrativas nacionales y sin perjuicio de los controles que efectúen las
instituciones comunitarias de conformidad con las disposiciones del Tratado
CE y, en particular, su artículo 188 C, la Comisión, bajo su responsabilidad,
hará que se proceda a la verificación de:

a)  la  conformidad  de  las  prácticas  administrativas  con  las  normas
comunitarias;

b)  la  existencia  de  los  justificantes  necesarios  y  su  concordancia  con  los
ingresos y gastos de las Comunidades previstos en el artículo 1;

c)  las  condiciones  en  las  que  se  realizan  y  verifican  las  operaciones
financieras.

2.  Además,  podrá  llevar  a  cabo  controles  y  verificaciones  in  situ  en  las
condiciones previstas en las normativas sectoriales.

Antes de proceder a dichos controles y verificaciones, de conformidad con la
normativa vigente, la Comisión informará al Estado miembro de que se trate
a fin de obtener toda la ayuda necesaria.

Artículo 10

Serán adoptadas ulteriormente disposiciones generales adicionales relativas
a  los  controles  y  a  las  verificaciones  in  situ,  según  los  procedimientos
previstos en los artículos 235 del Tratado CE y 203 del Tratado CEEA.

Artículo 11
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El  presente  Reglamento entrará  en vigor  el  tercer  día  siguiente  al  de  su
publicación en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

El  presente  Reglamento  será  obligatorio  en  todos  sus  elementos  y
directamente aplicable en cada Estado miembro.

REGLAMENTO (CE, EURATOM) Nº 2185/1996, DE 11 DE NOVIEMBRE DE 1996

Artículo 1

El presente Reglamento establece las disposiciones generales adicionales en
el sentido del artículo 10 del Reglamento (CE, Euratom) n° 2988/95, aplicables
a  los  controles  y  verificaciones  administrativos  in  situ  efectuados  por  la
Comisión con el fin de proteger los intereses financieros de las Comunidades
contra las irregularidades que se definen en el apartado 2 del artículo 1 de
dicho Reglamento.

Sin perjuicio de las disposiciones de las normativas comunitarias sectoriales,
el presente Reglamento se aplicará a todos los ámbitos de actividad de las
Comunidades.

El  presente  Reglamento  no  afectará  a  la  competencia  de  los  Estados
miembros en materia de diligencias contra las infracciones penales ni a las
normas relativas a la asistencia judicial entre Estados miembros en materia
penal.

Artículo 2

La Comisión podráí proceder a controles y verificaciones in situ en aplicación
del presente Reglamento:

—  bien  para  investigar  irregularidades  graves,  irregularidades
transnacionales  o  irregularidades  en  que  puedan  estar  implicados
operadores económicos que actúen en varios Estados miembros,

— bien para investigar irregularidades, cuando en la situación concreta en
un Estado miembro exija en un caso concreto el refuerzo de los controles y
verificaciones in situ para mejorar la eficacia de la protección de los intereses
financieros  y  garantizar  un  nivel  de  protección  equivalente  dentro  de  la
Comunidad,

— o bien a solicitud del Estado miembro interesado.

Artículo 3
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En caso de que la Comisión decida proceder a controles y verificaciones in
situ en aplicación del presente Reglamento, velará por que no se efectúen al
mismo tiempo controles o verificaciones similares , por los mismos hechos,
de los operadores económicos de que se trate sobre la base de normativas
comunitarias sectoriales.

Además, la Comisión tendráí en cuenta los controles en curso o realizados,
por los mismos hechos y con respecto a los operadores económicos de que se
trate, por el Estado miembro con arreglo a su legislación nacional.

Artículo 4

Los  controles  y  verificaciones  in  situ  serán  preparados  y  dirigidos  por  la
Comisión  en  estrecha  colaboración  con  las  autoridades  competentes  del
Estado miembro afectado, a las que se informará del motivo, del objeto y de
la  finalidad  de  dichos  controles  y  verificaciones  con tiempo suficiente  de
manera que puedan aportar la ayuda necesaria. A este fin los agentes del
Estado miembro afectado podrán participar en los controles y verificaciones
in situ.

Además,  si  el  Estado  miembro  interesado  así  lo  deseara,  los  controles  y
verificaciones in situ podrán ser efectuados conjuntamente por la Comisión y
las autoridades competentes de éste.

Artículo 5

Los  controles  y  verificaciones in  situ de los operadores  económicos  serán
efectuados por la Comisión en el caso de aquellos operadores económicos a
los  que  se  pueden  aplicar  las  medidas  o  las  sanciones  administrativas
comunitarias contempladas en el artículo 7 del Reglamento (CE, Euratom) n°
2988/95,  cuando  existan  motivos  para  creer  que  se  han  cometido
irregularidades.

Para facilitar el ejercicio de dichos controles y verificaciones por parte de la
Comisión, los operadores deberán permitir el acceso a los locales, terrenos,
medios de transporte y demás lugares de uso profesional.

En  la  medida  en  que  sea  estrictamente  necesario  para  hacer  constar  la
existencia  de  una  irregularidad,  la  Comisión  podráí  realizar  controles  y
verificaciones in situ respecto de otros operadores  económicos  afectados,
para tener acceso a la información pertinente que obre en su poder sobre los
hechos que den origen a los controles y verificaciones in situ .

Artículo 6
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1. Los controles y verificaciones in situ serán efectuados, bajo la autoridad y
la  responsabilidad  de  la  Comisión,  por  sus  funcionarios  o  agentes
debidamente  habilitados,  denominados  en  lo  sucesivo  «inspectores  de  la
Comisión». Podrán asistir a dichos controles y verificaciones las personas que
los  Estados  miembros  pongan  a  su  disposición  en  calidad  de  expertos
nacionales en comisión de servicios .

Los inspectores de la Comisión ejercerán sus facultades previa presentación
de una habilitación escrita en la que se indicarán su identidad y la calidad en
la que concurren, acompañada de un documento en que se indique el objeto
y la finalidad del control y verificación in situ.

Sin perjuicio del Derecho comunitario aplicable, estarán obligadas a respetar
las normas de procedimiento que se contemplen en la legislación del Estado
miembro de que se trate.

2.  Previo acuerdo del Estado miembro de que se trate,  la Comisión podráí
solicitar  la  ayuda  de  agentes  de  otros  Estados  miembros  en  calidad  de
observadores  y  recurrir  a  organismos  externos  que  actúen  bajo  su
responsabilidad.

La Comisión velará por que los agentes y organismos antes citados ofrezcan
todas  las  garantías  de  competencia  técnica,  independencia  y  respeto  del
secreto profesional.

Artículo 7

1. Los inspectores de la Comisión tendrán acceso en las mismas condiciones
que  los  inspectores  nacionales  y  dentro  del  respeto  de  las  legislaciones
nacionales a toda la información y documentación sobre las operaciones de
que se trate que resulte necesaria para el buen desarrollo de los controles y
verificaciones  in  situ.  Podrán  utilizar  los  mismos  medios  materiales  de
control que los inspectores nacionales y, en particular, obtener copia de la
documentación pertinente.

Los controles y verificaciones in situ podrán tener por objeto, en particular:

—  los  libros  y  documentos  profesionales  como  facturas,  pliegos  de
condiciones,  hojas  de  pagos,  órdenes  de  ejecución,  extractos  de  cuentas
bancadas que obren en poder de los operadores económicos,

— los datos informáticos,

— los sistemas y métodos de producción, embalaje y expedición,
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— el control físico de la naturaleza y el volumen de las mercancías o de las
acciones ejecutadas,

— la recogida y verificación de muestras,

— el estado de las obras o de las inversiones financieras, la utilización y el
destino de las inversiones realizadas,

— los documentos presupuestarios y contables ,

— la ejecución financiera y técnica de proyectos subvencionados .

2. Si fuera necesario, corresponderáí a los Estados miembros, previa solicitud
de la Comisión, adoptar las medidas cautelares que consideren pertinentes
previstas  en  la  legislación  nacional,  en  particular  para  proteger  los
elementos de prueba.

Artículo 8

1.  La  información  comunicada  u  obtenida  en  virtud  del  presente
Reglamento  ,  sea  cual  fuese  su  forma  ,  estará  protegida  por  el  secreto
profesional  y  se  beneficiará  de  la  protección  concedida  a  la  información
análoga por la ley nacional del Estado miembro que la haya recibido y por las
disposiciones correspondientes aplicables a las instituciones comunitarias.

Dicha información sólo se podráí poner en conocimiento de las personas, que
en las instituciones comunitarias o de los Estados miembros, tengan acceso a
ella  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  las  instituciones  comunitarias  sólo
podrán utilizarlas con la finalidad de garantizar una protección eficaz de los
intereses financieros de las Comunidades en todos los Estados miembros.
Cuando un Estado miembro trate de utilizar con otros fines la información
obtenida  por  agentes  que  estén  bajo  su  autoridad  y  que  participen,  en
calidad de observadores y según lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 6,
en controles y verificaciones in situ solicitará el acuerdo del Estado miembro
en que se obtuvo dicha información.

2. La Comisión comunicará lo antes posible, a la autoridad competente del
Estado cuyo territorio se haya efectuado el control o la verificación in situ,
cualquier hecho o sospecha en relación con una irregularidad de la que haya
tenido  conocimiento  con  ocasión  de  la  ejecución  del  control  o  de  la
verificación  in  situ.  En  cualquier  caso,  la  Comisión  deberáí  informar  a  la
autoridad citada del resultado de estos controles y verificaciones.
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3. Los inspectores de la Comisión velarán por que sus informes de control y
verificación se elaboren teniendo en cuenta las exigencias de procedimiento
previstas en la legislación nacional del Estado miembro de que se trate.

Las justificaciones y los elementos materiales recogidos, contemplados en el
artículo  7,  figurarán  como  anexo  de  dichos  informes.  Los  informes  así í
redactados  constituirán  elementos  de  prueba  admisibles  en  los
procedimientos administrativos o judiciales del Estado miembro en donde su
uso resulte necesario, en los mismos términos y condiciones que los informes
administrativos redactados por los inspectores administrativos nacionales.
Estarán sometidos a las mismas normas de apreciación que se aplican a los
informes  administrativos  de  los  inspectores  administrativos  nacionales  y
tendrán  un  valor  idéntico  a  éstos.  Cuando  el  control  se  realice
conjuntamente en virtud del segundo párrafo del artículo 4, se invitará a los
inspectores nacionales que participen en la operación a firmar el  informe
elaborado por los inspectores de la Comisión.

4. La Comisión velará por que sus inspectores, en el marco de la aplicación
del  presente  Reglamento,  respeten  las  disposiciones  comunitarias  y
nacionales relativas a la protección de los datos personales, en particular las
consignadas en la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo.

5. En caso de que los controles y verificaciones in situ se efectúen fuera del
territorio de la Comunidad, los informes serán elaborados por los inspectores
de  la  Comisión  en  condiciones  que  les  permitan  constituir  elementos  de
prueba  admisibles  en  los  procedimientos  administrativos  o  judiciales  del
Estado miembro en que resulte necesaria su utilización .

Artículo 9

Cuando los operadores económicos contemplados en el artículo 5 se opongan
a un control o a una verificación in situ, el Estado miembro de que se trate
prestará  a  los  inspectores  de  la  Comisión  ,  de  conformidad  con  las
disposiciones nacionales, la ayuda necesaria para la realización de su labor
de control y verificación in situ.

Corresponde  a  los  Estados  miembros  adoptar  en  caso  de  necesidad  las
medidas necesarias, respetando el Derecho nacional .

Artículo 10

El  presente  Reglamento entrará  en vigor  el  tercer  día  siguiente  al  de  su
publicación en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.
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Será aplicable a partir del 1 de enero de 1997.

PROTOCOLO, ESTABLECIDO SOBRE LA BASE DEL ARTÍCULO K.3 DEL TRATADO
DE LA UNIÓN EUROPEA, DEL CONVENIO RELATIVO A LA PROTECCIÓN DE LOS

INTERESES FINANCIEROS DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS

Artículo 1. Definiciones

A efectos del presente Protocolo se entenderá por:

1.  a)  "funcionario":  todo  funcionario,  tanto  comunitario  como  nacional,
incluido todo funcionario nacional de otro Estado miembro ; b) "funcionario
comunitario":

- toda persona que tenga la condición de funcionario o de agente contratado
en el sentido del Estatuto de los funcionarios de las Comunidades Europeas o
del régimen aplicable a los otros agentes de las Comunidades Europeas ; -
toda  persona  puesta  a  disposición  de  las  Comunidades  Europeas  por  los
Estados miembros o por cualquier organismo público o privado que ejerza en
ellas  funciones  equivalentes  a  las  que  ejercen  los  funcionarios  u  otros
agentes de las Comunidades Europeas.

Se  asimilarán  a  los  funcionarios  comunitarios  los  miembros  de  los
organismos creados de conformidad con los  Tratados constitutivos  de las
Comunidades Europeas,  así  como el  personal  de dichos organismos,  en la
medida en que el Estatuto de los funcionarios de las Comunidades Europeas
o el régimen aplicable a los otros agentes de las Comunidades Europeas no
les  sea aplicable  ;  c)  "funcionario nacional":  el  "funcionario"  o  "empleado
público" tal como se defina ese concepto en el Derecho nacional del Estado
miembro en que la persona de que se trate tenga esta condición, a efectos de
la aplicación del Derecho penal de dicho Estado miembro.

No obstante, cuando se trate de diligencias judiciales incoadas por un Estado
miembro en las que esté implicado un funcionario de otro Estado miembro,
el  primer  Estado miembro sólo  estará  obligado  a  aplicar  la  definición  de
"funcionario nacional" en la medida en que sea compatible con su Derecho
nacional ;
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2.  "Convenio":  el  Convenio,  establecido  sobre  la  base  del  artículo  K.3  del
Tratado  de  la  Unión  Europea,  relativo  a  la  protección  de  los  intereses
financieros de las Comunidades Europeas, de 26 de julio de 1995 (1)".

Artículo 2. Corrupción pasiva

1.  A efectos del presente Protocolo constituirá corrupción pasiva el  hecho
intencionado de que un funcionario, directamente o por medio de terceros,
solicite o reciba ventajas de cualquier naturaleza, para sí mismo o para un
tercero, o el hecho de aceptar la promesa de tales ventajas, por cumplir o no
cumplir,  de forma contraria a  sus deberes oficiales,  un acto propio de su
función o un acto en el ejercicio de su función, que cause o pueda causar
perjuicio a los intereses financieros de las Comunidades Europeas.

2.  Cada  Estado  miembro  adoptará  las  medidas  necesarias  para  que  las
conductas  a  que  se  refiere  el  apartado 1  se  tipifiquen como infracciones
penales.

Artículo 3. Corrupción activa

1.  A efectos del  presente Protocolo constituirá corrupción activa el  hecho
intencionado de que cualquier persona prometa o dé,  directamente o por
medio de terceros,  una ventaja de cualquier naturaleza a un funcionario,
para éste o para un tercero, para que cumpla o se abstenga de cumplir, de
forma contraria a sus deberes oficiales, un acto propio de su función o un
acto en el ejercicio de su función que cause o pueda causar perjuicio a los
intereses financieros de las Comunidades Europeas.

2. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para garantizar que
las conductas a que se refiere el apartado 1 se tipifiquen como infracciones
penales.

Artículo 4. Asimilación

1. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para garantizar que,
en su Derecho penal, las cualificaciones de las infracciones constitutivas de
una conducta de las contempladas en el artículo 1 del Convenio y que hayan
sido  cometidas  por  sus  funcionarios  nacionales  en  el  ejercicio  de  sus
funciones sean también aplicables de la misma forma a los casos en que las
infracciones sean cometidas por funcionarios comunitarios en el ejercicio de
sus funciones.
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2. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para garantizar que,
en su Derecho penal, las cualificaciones de las infracciones contempladas en
el apartado 1 del presente artículo y en los artículos 2 y 3 cometidas por los
ministros  de  su  Gobierno,  los  miembros  elegidos  de  sus  Cámaras  de
Representantes, los miembros de sus máximos órganos jurisdiccionales o de
su Tribunal de Cuentas, o respecto de ellos, en el ejercicio de sus funciones,
sean aplicables de la misma forma a los casos en que las infracciones sean
cometidas por los miembros de la Comisión de las Comunidades Europeas,
del Parlamento Europeo, del Tribunal de Justicia o del Tribunal de Cuentas de
las  Comunidades  Europeas,  o  respecto  de  ellos,  en  el  ejercicio  de  sus
funciones.

3. Cuando un Estado miembro haya promulgado legislación especial sobre
actos u omisiones de los que son responsables ministros del Gobierno por su
especial  posición  política  en  dicho  Estado  miembro,  el  apartado  2  del
presente artículo podrá no aplicarse a dicha legislación, siempre y cuando el
Estado  miembro  garantice  que  los  miembros  de  la  Comisión  de  las
Comunidades Europeas también estén cubiertos por la legislación penal por
la que se aplican los artículos 2 y 3 y el apartado 1 del presente artículo.

4.  Los  apartados 1,  2  y  3  se entenderán sin perjuicio de las  disposiciones
aplicables en cada Estado miembro en lo relativo al procedimiento penal y a
la determinación de los órganos jurisdiccionales competentes.

5. El presente Protocolo se aplicará respetando plenamente las disposiciones
pertinentes de los Tratados constitutivos de las Comunidades Europeas, del
Protocolo  sobre  los  privilegios  y  las  inmunidades  de  las  Comunidades
Europeas, del Estatuto del Tribunal de Justicia y de los textos adoptados para
la aplicación de los mismos, en lo relativo a la retirada de las inmunidades.

Artículo 5. Sanciones

1. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para garantizar que
las conductas contempladas en los artículos 2 y 3, así como la complicidad e
instigación a dichas conductas, sean objeto de sanciones penales eficaces,
proporcionadas y disuasorias, que incluyan, al  menos en las casos graves,
penas privativas de libertad que puedan dar lugar a la extradición.

2. El apartado 1 no obstará al ejercicio de los poderes disciplinarios de las
autoridades  competentes  contra  los  funcionarios  nacionales  o  los
funcionarios  comunitarios.  Al  establecer  la  sanción  penal  aplicable,  los
órganos  jurisdiccionales  nacionales  podrán  tener  en  cuenta,  según  los
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principios  de  su  Derecho  nacional,  cualquier  sanción  disciplinaria  que  ya
hubiese sido impuesta a la misma persona por la misma conducta.

Artículo 6. Competencia

1. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para establecer su
competencia  respecto  a  las  infracciones  que  haya  establecido  de
conformidad con los artículos 2, 3 y 4 cuando:

a) la infracción se cometa, total o parcialmente, en su territorio ; b) el autor
de la infracción sea uno de sus nacionales o uno de sus funcionarios ; c) la
infracción haya sido cometida contra una de las personas mencionadas en el
artículo 1 o contra uno de los miembros de las instituciones contempladas en
el  apartado  2  del  artículo  4,  que  sea  nacional  del  Estado  miembro  en
cuestión,  d)  el  autor  de  la  infracción  sea  un  funcionario  comunitario  al
servicio de una institución de las Comunidades Europeas o de un organismo
creado de conformidad con los Tratados constitutivos de las Comunidades
Europeas, que tenga su sede en el Estado miembro de que se trate.

2. En el momento de la notificación contemplada en el apartado 2 del artículo
9, los Estados miembros podrán declarar que no aplicarán una o varias de las
normas de competencia enunciadas en las letras b), c) y d) del apartado 1 del
presente artículo o que sólo las aplicarán en condiciones o casos específicos.

Artículo 7. Relación con el Convenio

1. Las disposiciones del artículo 3, de los apartados 1, 2 y 4 del artículo 5 y del
artículo 6 del  Convenio se aplicarán como si  hubiera una referencia a las
conductas a que se refieren los artículos 2, 3 y 4 del presente Protocolo.

2. Las siguientes disposiciones del Convenio se aplicarán también al presente
Protocolo:

-  el  artículo 7,  en  el  entendimiento  de que,  salvo  indicación en contrario
proporcionada en el momento de la notificación contemplada en el apartado
2  del  artículo  9  del  presente  Protocolo,  toda  declaración  con  arreglo  al
apartado 2 del artículo 7 del Convenio será también válida para el presente
Protocolo, - el artículo 9, - el artículo 10.

Artículo 8. Tribunal de Justicia

1.  Los desacuerdos entre Estados miembros acerca de la interpretación o
aplicación del presente Protocolo deberán estudiarse, en una primera etapa,
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en el seno del Consejo según el procedimiento establecido en el Título VI del
Tratado de la Unión Europea, con miras a su resolución.

Si transcurrido un plazo de seis meses no ha podido llegarse a una solución,
una de las partes del  desacuerdo podrá someter el  asunto al  Tribunal  de
Justicia de las Comunidades Europeas.

2. Podrá someterse al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas todo
desacuerdo  entre  uno  o  varios  Estados  miembros  y  la  Comisión  de  las
Comunidades Europeas relativo al artículo 1, con excepción del punto 1.c), a
los  artículos  2,  3  y  4  y  al  tercer  guión  del  apartado  2  del  artículo  7  del
presente  Protocolo  que  no  haya  podido  resolverse  por  la  vía  de  la
negociación.

Artículo 9. Entrada en vigor

1. El presente Protocolo queda sujeto a su adopción por parte de los Estados
miembros según sus respectivas normas constitucionales.

2. Los Estados miembros notificarán al Secretario General del Consejo de la
Unión  Europea  la  conclusión  de  los  procedimientos  exigidos  por  sus
respectivas normas constitucionales para la adopción del presente Protocolo.

3. El presente Protocolo entrará en vigor a los noventa días a partir de la
notificación  contemplada  en  el  apartado  2  por  parte  del  último  Estado,
miembro de la Unión Europea en el momento de la adopción por el Consejo
del acto por el que se establece el presente Protocolo, que proceda a esta
formalidad. No obstante, si el Convenio no hubiese entrado en vigor en dicha
fecha,  el  Protocolo  entrará  en  vigor  en  la  fecha  de  entrada  en vigor  del
Convenio.

Artículo 10. Adhesión de nuevos Estados miembros

1. El presente Protocolo queda abierto a la adhesión de cualquier Estado que
se convierta en miembro de la Unión Europea.

2.  El  texto  del  presente  Protocolo  en  la  lengua  del  Estado  que  vaya  a
adherirse a él, elaborado por el Consejo de la Unión Europea, será auténtico.

3. Los instrumentos de adhesión se depositarán ante el depositario.

4. El presente Protocolo entrará en vigor, con respecto a cada Estado que se
adhiera  a  él,  noventa  días  después  de  la  fecha  del  depósito  de  su
instrumento de adhesión, o en la fecha de entrada en vigor del Protocolo si
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éste no hubiere entrado todavía en vigor al  término de dicho período de
noventa días.

Artículo 11. Reservas

1. No se admitirá ninguna reserva, con excepción de las contempladas en el
apartado 2 del artículo 6.

2. Los Estados miembros que hayan formulado una reserva podrán retirarla
en  todo  momento,  total  o  parcialmente,  dirigiendo  una  notificación  al
depositario.  La  retirada  surtirá  efecto  en  la  fecha  de  recepción  de  la
notificación por el depositario.

Artículo 12. Depositario

1. El Secretario General del Consejo de la Unión Europea será el depositario
del presente Protocolo.

2. El depositario publicará en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas el
estado  de  las  adopciones  y  de  las  adhesiones,  las  declaraciones  y  las
reservas, así como cualquier otra notificación relativa al presente Protocolo.

REGLAMENTO (UE) Nº 1303/2013, DE 17 DE DICIEMBRE DE 2013

Artículo 72. Principios generales de los sistemas de gestión y control

Los sistemas de gestión y control, de conformidad con el artículo 4, apartado
8, deberán:

[…]

h)  disponer  lo  necesario  para  prevenir,  detectar  y  corregir  las
irregularidades,  incluido  el  fraude,  y  recuperar  los  importes  pagados
indebidamente,  junto  con  los  posibles  intereses  de  demora
correspondientes.

Artículo 125. Funciones de la autoridad de gestión

4.  En  lo  que  respecta  a  la  gestión  y  el  control  financieros  del  programa
operativo, la autoridad de gestión deberáí:

[…]
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c) aplicar medidas antifraude eficaces y proporcionadas, teniendo en cuenta
los riesgos detectados;
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